
EL ESTADO CONTRA ATXUTXA-KNORR Y BILBAO.

Hitos de la querella.

La querella interpuesta por el Fiscal General del Estado contra Atutxa, Knörr

y Bilbao, estuvo en todo momento guiada por el aliento y el impulso político.

No estamos hablando por hablar.

Se inicia la querella,  en primer lugar, por un denominado sindicado colectivo de

funcionarios, “MANOS LIMPIAS”, cuya naturaleza, origen y financiación nunca han

resultado claros. Sus planteamientos siempre han obedecido a los propios de la

extrema derecha.

Por otra parte, poco después, el Ministerio Fiscal  interpuso otra querella a

instancias del Fiscal General del Estado.

El origen del problema venía determinado por la orden de disolución del

Grupo Parlamentario Herri Batasuna como consecuencia de la ilegalización del

partido de idéntico nombre.

Los avatares que se produjeron como consecuencia de aquella cuestión

tuvieron una gran repercusión mediática.

La Mesa del Parlamento obró en todo momento de acuerdo con los informes

de los servicios jurídicos de la Cámara y con los criterios que hasta ese momento

habían sido sostenidos tanto por la Audiencia Nacional como por la propia Fiscalía

General del Estado.

La naturaleza política del impulso no es algo que se afirma gratuitamente.

El 28 de Febrero de 2005, compareció en la Comisión de Justicia del

Congreso de los Diputados el Sr. Fiscal General del Estado, Sr. Conde-Pumpido

Tourón, quien manifestó lo siguiente en relación al denominado caso Atutxa:

“En este tema, no es que éste Fiscal General del Estado haya cambiado de

criterio, sino que el que cambió de criterio fue el Fiscal General del Estado anterior.

Como Vds. Saben -es un tema que tengo fresco, porque se ha debatido

recientemente en la Junta General de Fiscales del Tribunal Supremo - el Jefe de la

Secretaría Técnica, un excelente fiscal, el Sr. Herrero Tejedor, elaboró un dictamen

en relación con esta materia, que marcaba cual era la posición de la Fiscalía

General del Estado. Este dictamen se elaboró con ocasión de que el Juez Baltasar

Garzón, con anterioridad a la Sala del art. 61 del Tribunal Supremo, hubiese

acordado en el curso de un procedimiento penal la suspensión de Herri Batasuna y

de sus homólogos”.



Más adelante el Sr. Conde-Pumpido ratifica su afirmación: “me consta que la

Fiscalía General emitió un dictamen en ese sentido”.

Más adelante y como recoge el diario de sesiones que estamos citando, el

Sr. Conde-Pumpido dice: “pues bien, en ese momento, el Ministerio Fiscal tenía un

criterio oficial que se había marcado en un determinado informe y que había

establecido la Secretaría Tecnica -a pesar de todo, en un momento determinado, el

Fiscal General anterior, por un impulso político, decidió formular una querella contra

los miembros de la Mesa del Parlamento, elaborada dentro de la Fiscalía y cuya

elaboración no fue fácil, puesto que era ciertamente artificioso construir un delito de

desobediencia en este caso”.

Las “casualidades” que se producen en el transcurso de la larga causa

seguida contra los Sres. Atutxa, Knörr y la Sra. Bilbao son múltiples.

En primer lugar, el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco no pudo

aceptar ni rechazar la querella puesto que se planteó un empate en su seno.

El entonces Presidente del Tribunal Superior de Justicia, Sr. Zorrilla, nombró

una Sala de la Discordia. Esta Sala de la Discordia fue recurrida ante el Consejo

General del Poder Judicial y en un plazo extraordinariamente breve se acordó

rechazar la Sala propuesta y nombrar otra.

Quien era portavoz de este órgano y miembro relevante, era el Sr. Enrique

López, que casualidades del destino fue al final el Ponente que resolvió el Recurso

de Amparo ante el Tribunal Constitucional.

Pues bien, la Sala de la Discordia nombró una instructora, la Sra. Bolado,

quien por resolución del 27 de Diciembre de 2004 acordó el archivo de las

actuaciones.

Este archivo fue recurrido en apelación por la representación procesal del

sindicato colectivo de funcionarios públicos “MANOS LIMPIAS” mientras que el

Fiscal no se oponía al archivo.

La Sala de lo Penal formada por los Sres. Garcia, Ruiz Piñeiro y Sei

Fernández aceptó el Recurso de Manos Limpias ordenando la continuación de las

actuaciones en un auto llamativo en el que se expresaba continuamente la expresión

“ROTUNDAMENTE NO”.

Abierto el juicio oral se recusó a los tres magistrados anteriormente citados

que pretendían continuar juzgando el caso a pesar de su evidente implicación en el

asunto y la Sala nombrada al efecto por unanimidad acordó que fueran apartados

aceptando la recusación planteada.

Se señaló el 26 de Octubre de 2005 para la celebración del juicio oral. En

fecha 7 de Noviembre se dictó sentencia en la que se decía: “que apreciando la



concurrencia de inviolabilidad parlamentaria absolvemos a D. Juan Mª Atutxa

Mendiola, D. Gorka Knörr Borrás y Dª Mª Concepción Bilbao Cuevas del delito de

desobediencia por el que venían siendo acusados apreciando falta de jurisdicción

para el enjuiciamiento de su conducta”.

Manos Limpias volvió a recurrir en casación esta sentencia ante el Tribunal

Supremo. Con fecha 10 de Noviembre de 2006, la Sala 2ª del Tribunal Supremo

anuló la sentencia y acordó que se repitiera el juicio oral de tal forma que  entrara en

el fondo del asunto al entender que la inviolabilidad parlamentaria no era de

aplicación al caso.

Juzgada de nuevo la causa por el Tribunal Superior de Justicia del País

Vasco, el 19 de Diciembre de 2006 se dicta una nueva sentencia en la que se

absuelve a los encausados del delito de desobediencia del que habían sido

acusados.

En este caso hay un voto particular que formula el Magistrado Pablo Sesma.

Nuevamente el Sindicato Manos Limpias presenta Recurso de Casación

contra la sentencia, el Ministerio Fiscal solicita la inadmisión del recurso por carencia

manifiesta de fundamento y subsidiariamente su desestimación.

Sin embargo, la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo acepta el recurso y

otra curiosidad más, el Ponente es el Sr. Manuel Marchena Gómez, que en su

tiempo había sido Secretario General Técnico del Fiscal General Sr. Cardenal

cuando éste planteó la querella.

Fíjense lo que decía el Sr. Conde-Pumpido en la sesión del Congreso de los

Diputados que anteriormente citábamos. Hace referencia al momento en que la

instructora, Sra. Bolado, decretó el sobreseimiento de la causa:

“le debo decir que en el momento en que se publicó la resolución de

sobreseimiento, naturalmente, consulté a los miembros de la Secretaria Técnica de

la Fiscalía General del Estado, que analizaron entonces la resolución de

sobreseimiento y que están aquí ahora. Esa decisión de la Secretaría Técnica

coincidió con el criterio del Fiscal General: por tanto, el Fiscal General adoptó su

decisión en función del criterio de la Secretaría Técnica. Pero no sólo del de mi

Secretaría Técnica, sino también del Jefe de la Secretaría Técnica de la época del

Fiscal General del Estado anterior, que también era coincidente, y que en la última

reunión de la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, el Sr. Herrero

Tejedor, manifestó expresamente que él también coincidía con el Fiscal General del

Estado en que no existía delito”.



Y remacha el Sr. Conde-Pumpido: “pues bien, tanto los miembros de la

Secretaría Técnica actuales como el jefe anterior estaban de acuerdo con este

criterio y son las personas a las que debo consultar”.

Evidentemente, el Sr. Marchena debió estar muy al tanto de todas estas

maniobras de presentación de la querella, cambios de criterios de la Fiscalía, por ser

Secretario General Técnico en la época de Cardenal y acabó curiosamente siendo el

Ponente de la sentencia que condenaba a los miembros de la Mesa del Parlamento.

El 8 de Abril de 2008, el Tribunal Supremo, en pleno, dictó una sentencia

anulando la dictada por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco y

condenando a los miembros de la Mesa, de acuerdo con la petición de Manos

Limpias y contra el criterio expuesto por el Ministerio Fiscal.

No hay que olvidar que la Sala del Tribunal Supremo estaba compuesta por

12 magistrados teniendo la sentencia seis votos particulares, de los cuales 5 de ellos

se oponen radicalmente a la condena acordada por la mayoría.

Pues bien, por último en Diciembre de 2013, más de 5 años después, el

Tribunal Constitucional que había admitido a trámite los recursos de amparo,  los

desestima planteándose también  4 votos particulares.

No hay que olvidar también que durante todo este transcurso del tiempo se

había anunciado la existencia de un borrador de sentencia propuesto por el

entonces ponente Sr. Perez Trens que acordaba conceder el amparo a los

recurrentes, amparo al que como decimos se había sumado también la Fiscalía del

Tribunal Constitucional. Esta propuesta decayó con la renovación del TC y la

entrada de una mayoría conservadora, entre ellos Enrique Lopez.

No hay que olvidar, como decíamos,  las casualidades extraordinarias que se

han producido a lo largo de este procedimiento y de las que solamente hemos

extractado unas cuantas, dado que ha habido numerosísimos incidentes y recursos

ante el Tribunal Constitucional, ante la Sala Contencioso-Administrativo del

Supremo, etc. que no queremos reproducir por cuanto que no harían sino oscurecer

el propio relato de los hechos.

Entre las casualidades hay una destacable:  poco antes de que se dictara la

sentencia del Supremo de Abril del 2008 se había aprobado la llamada Doctrina

Botín. Los fundamentos procesales de aplicación se parecían como una gota de

agua a otra en ambos casos. Pero el TS en un quiebro asombroso cambió las

pautas de un día para otro.

El hecho de que se dictara la Doctrina Botín para el Presidente del Banco

Santander y la Doctrina Atutxa para el otro ha sido objeto de numerosas críticas por



expertos analistas y por la propia Fiscalía, tanto del Tribunal Supremo como del

Tribunal Constitucional.

El Tribunal Supremo condenó a los miembros de la Mesa del Parlamento

cuando habían sido absueltos en dos ocasiones por el Tribunal Superior de Justicia

del País Vasco. Y lo hizo contraviniendo lo que el Tribunal Europeo de Derechos

Humanos ha venido señalando reiteradamente: No se puede condenar a nadie sin

haber sido oído previamente. Y en este caso, el Tribunal Supremo lo que hace es

una nueva valoración de las pruebas sin haber escuchado ni las que se practicaron

en el acto del juicio ni el testimonio de los encausados.

Por todo ello, por entender que todos los votos particulares habidos por los

magistrados disidentes tanto en el Tribunal Supremo como en el Tribunal

Constitucional apuntan a ello es por lo que se va a presentar un Recurso ante el

Tribunal Europeo de los Derechos Humanos.

Bruselas, 2 de abril de 2014


